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Agradezco a Europa Press su invitación a participar en este acto que me permite 
expresar mis puntos de vista sobre la actualidad. Después de lo que ha sucedido 
la pasada semana en el Sahara Occidental, conviene volver a poner de relieve el 
insustituible papel que juegan los medios de comunicación. La democracia 
requiere libertad de expresión y es necesario que los medios y sus profesionales 
tengan plena libertad de información. 
  
Creo que todos podemos apreciar que en las últimas semanas se ha producido un 
significativo cambio en el panorama político español, a raíz de dos factores 
importantes. 
 
Por una parte, el acuerdo conseguido con PNV y Coalición Canaria ha permitido 
que los Presupuestos para 2011 tengan el camino despejado.  
 
A nadie se le escapa la trascendencia de este acuerdo. Quizás, la mejor forma de 
verlo sería ponerlo en negativo. Si los Presupuestos hubieran sido rechazados, se 
habría dado lugar a graves consecuencias: aumento de la incertidumbre, pérdida 
de confianza y, evidentemente, una situación política cuyos efectos repercutirían 
de forma negativa sobre la propia crisis económica que atravesamos. 
 
De hecho, gran parte del esfuerzo que hemos hecho y que estamos haciendo 
para asentar la confianza y la estabilidad de nuestra economía se habría perdido. 
Hubiera sido una muestra de irresponsabilidad como país. Afortunadamente, no 
ha sido así y el acuerdo alcanzado ha hecho posible que hoy podamos afrontar la 
tarea de los próximos meses, aun dentro de la crisis económica tan seria que 
tenemos, con un horizonte de mayor seguridad y en un marco económico y 
político más estable. 
 
El acuerdo que se ha logrado es, además, un acuerdo político para favorecer y 
para contribuir a la estabilidad política e institucional en lo que queda de 
legislatura. De ahí que se elimine otro factor de incertidumbre. 
 
Y, junto a ello, el presidente del Gobierno, hace apenas tres semanas, decidió 
hacer una importante remodelación del Gobierno. Un Gobierno renovado y 
políticamente reforzado para afrontar con la mayor energía este último tercio de la 
legislatura. 
 
Cualquier observador puede apreciar que las cosas han cambiado gracias al 
acuerdo presupuestario y a la crisis de Gobierno. El Partido Socialista ha 
demostrado capacidad para llegar a acuerdos positivos para el país y capacidad 
de iniciativa para hacer frente a los retos que tenemos por delante.  
 
De ahí que se vuelva a comprobar que, en contra de lo que a veces se quiere 
hacer creer, no todo está determinado desde los factores estrictamente 
económicos. No todo está escrito por la crisis. 
  
En toda sociedad, pero más aún en una plenamente democrática como la 
española, se puede influir, y mucho, desde la política en el rumbo de los 
acontecimientos.  
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Desde hace tiempo, desde la derecha parece que se trabajara para minar la 
confianza y la propia autoestima de la sociedad. Pues bien, desde la acción del 
Gobierno se puede trabajar a favor de esos intangibles, tan necesarios para la 
recuperación económica en la que empezamos a adentrarnos.  
 
Todo ello favorece la confianza necesaria dentro y fuera de España y eso es muy 
importante para todos. 
 
Nosotros sabemos muy bien que determinadas decisiones que hemos debido 
adoptar han tenido un coste para el Gobierno y, por ende, para el Partido 
Socialista. Las hemos tomado, a pesar de ello, porque era lo mejor para la 
economía de España y para el futuro de nuestro país, aún al precio de que no 
fueran, en un primer momento, suficientemente entendidas y de que, incluso, 
introdujeran cierto desconcierto en nuestra propia base social.  
 
Es el momento de cambiar también esta percepción. No tengo dudas de que este 
cambio de panorama al que me he referido va a servir también para que el Partido 
Socialista como tal recupere crédito y confianza, especialmente en el territorio de 
la izquierda.  
 
Hay partido y el que quiera ganar las elecciones no lo va a poder hacer 
cómodamente tumbado en el diván. Va a tener que bajar al terreno de juego y va 
a tener que sudar la camiseta si quiere competir. Porque, como decía Cervantes, 
no hay camino que se acabe desde la pereza y la ociosidad. 
 
Con este nuevo aire, y en estas condiciones más favorables, el Gobierno de 
España tiene un gran objetivo, afianzar la recuperación y empezar, cuanto antes a 
crear empleo. Para ello, tenemos una hoja de ruta bien clara y definida por tres 
componentes, a cual más necesario: austeridad, reformas y cohesión social. Todo 
ello en un clima de disciplina, rigor y exigencia. 
 
Una hoja de ruta bien clara para cuyo recorrido desde el Gobierno de España 
hemos debido tomar decisiones difíciles y complicadas para que el conjunto de la 
economía --los actores, los inversores y los mercados-- valoraran la firme 
determinación que tenemos para hacer que la economía española sea una 
economía competitiva y que, en un plazo lo más breve posible podamos volver a 
un proceso de expansión que nos permita crecer económicamente y crear 
empleo. 
 
Nuestra apuesta por la austeridad se ha traducido en la puesta en marcha de un 
plan de reducción del déficit que ha de  situarnos en el 3 por 100 del PIB en 2013.  
Un objetivo ambicioso y que requiere un gran esfuerzo por parte de toda la 
sociedad española. Las medidas de consolidación fiscal adoptadas en nuestro 
país han permitido despejar incertidumbres y que las finanzas de España tengan 
hoy mayor credibilidad y fortaleza, incluso en momentos como éste en el que la 
crisis fiscal de Irlanda está generando una gran inquietud sobre el conjunto de la 
eurozona.  
 
El segundo pilar de la acción del Gobierno es el desarrollo de un amplio capítulo 
de reformas económicas que estamos llevando a cabo para ganar competitividad 
y para superar los desequilibrios estructurales acumulados en el último período 
del ciclo expansivo.  
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Son reformas para fortalecernos ante la salida de la crisis, para propiciar el 
cambio de modelo productivo, para lograr una economía más sostenible, para 
volver a crear empleo, que es nuestro principal desafío, y para preservar y 
reforzar nuestro Estado del bienestar. 
 
No me voy a extender en su detalle, pues son conocidas, pero sí quería decirles 
que se trata del mayor impulso reformista en décadas y que afectan a sectores 
decisivos de nuestra economía y de nuestra propia vida social: reforma del 
sistema financiero, del mercado laboral, del sector servicios, de la política 
industrial, de la estrategia de innovación o de la energía. 
 
A propósito de ello, debo decirles que es curioso cómo algunos que tanto 
pregonan la necesidad de reformas para este país, jamás las hacen cuando 
gobiernan y jamás las hacen allí donde gobiernan. Con la excepción de las 
modificaciones realizadas en 1998 en el mercado de suelo, cuyos resultados aún 
estamos sufriendo,  todas las grandes reformas que se han hecho en este país, 
en la educación, en la sanidad, en las pensiones, en la atención a la dependencia, 
en la Universidad, en la televisión pública, en las telecomunicaciones, en los 
derechos de las mujeres, han sido promovidas en uno u otro momento por 
gobiernos socialistas. 
 
Y el tercer pilar de la acción del Gobierno es la cohesión social. Debo recordar, 
ahora que se escuchan algunas defensas de las políticas sociales tan llamativas 
como paradójicas, que para este Gobierno, las políticas sociales forman parte de 
su propia identidad y, de hecho, es el que ha realizado el mayor esfuerzo de 
protección social de nuestra historia. En 2004 en España se destinaban 144.000 
millones de euros al gasto social, un 14% del PIB. En 2010 estamos destinando 
180.000 millones, un 17 % del PIB. Y este año próximo el 58% del Presupuesto 
se destina a gasto social.  
 
Hemos hecho un gran esfuerzo, y lo vamos a seguir haciendo. Por ello, el 
Gobierno va a poner en marcha una nueva agenda social que se adapte a las 
nuevas realidades sociales, que reajuste las prioridades para hacer más eficaz el 
gasto y que de respuesta a las necesidades más sentidas por la sociedad.  
 
En este sentido, la reforma de las políticas activas de empleo y de los servicios 
públicos de colocación es una iniciativa crucial e inaplazable, que busca situar a 
las personas desempleadas en el corazón de la agenda política y social.  
 
En estos momentos, se destinan 8.000 millones de euros anuales a las políticas 
activas de empleo, una cantidad ciertamente importante. Por ello, no se trata de 
gastar más, sino de gastar mejor, siendo más eficientes, orientando más 
adecuadamente este gasto y seleccionando mejor nuestras prioridades y 
objetivos.  
 
Y hoy la gran prioridad es que este dinero se dedique mayoritariamente a la 
formación de desocupados y, en concreto, a jóvenes y parados de larga duración. 
Una formación, además, que esté acorde con el cambio de modelo en el que 
estamos inmersos y con la búsqueda de nuevos yacimientos de empleo que son 
necesarios para sustituir, sobre todo, a un empleo en la construcción que ya no 
alcanzará los niveles de antaño.  
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Necesitamos también compaginar más intensamente el papel de lo público y lo 
privado en la intermediación en el mercado de trabajo. 
 
Para avanzar en esta reforma, cuya primera fase queremos que esté no solo 
diseñada sino plenamente operativa en el primer trimestre de 2011, necesitamos 
tres cosas:  
 
Primero,  utilizar la capacidad normativa que le corresponde al Estado en esta 
materia; segundo, conjugar mejor esta capacidad con las competencias de 
ejecución que, como saben, están en manos de las Comunidades Autónomas, 
para lo que se requiere el acuerdo con éstas; y, tercero, diálogo con 
representantes sindicales y empresariales.  
 
Además de éste, hay otros temas también muy importantes que deberían 
conformar esa agenda del diálogo social.  
 
Me refiero, por ejemplo, a la negociación colectiva, al desarrollo de la reforma 
laboral o la puesta en marcha del llamado modelo austríaco, asuntos sobre los 
que debemos hacer un esfuerzo por llegar a acuerdos, desde el diálogo con los 
agentes sociales.  
 
Por supuesto también la reforma del sistema de pensiones, imprescindible para 
su sostenibilidad que, además del acuerdo social, requiere del consenso político 
en el marco del pacto de Toledo.  
 
El Gobierno tiene la máxima predisposición a ese consenso y por ello acude a ese 
diálogo con una actitud abierta y sin propuestas cerradas. 
 
Así pues, vamos a continuar con nuestra agenda de reformas, porque es lo que 
España necesita en estos momentos.  
 
Lo estamos haciendo, como les decía antes, con un Gobierno reforzado, con más 
peso político, y en un contexto en el que, sin duda, se han producido cambios 
significativos, como les decía al principio de mi intervención, cambios que se han 
debido a la iniciativa política del partido en el Gobierno y del Presidente Rodríguez 
Zapatero. 
 
En este momento, cabe una reflexión: el principal partido de la oposición, el 
partido Popular, no ha conseguido su objetivo de provocar un delante de las 
elecciones. Su estrategia se ha saldado con un fracaso evidente.  
 
A estas alturas de la legislatura y en medio de una grave crisis económica, el 
Partido Popular no ha dado a conocer cuáles son soluciones y sus propuestas 
para salir de la misma. El Partido Popular se ha mantenido en su estrategia de 
brazos cruzados y de utilizar la crisis sólo como elemento de desgaste del 
Gobierno. Es la teoría del “partido durmiente”. 
 
Porque el señor Rajoy dice que los españoles opinan que tienen tres grandes 
problemas: el paro, la economía y la inmigración. Es una obviedad, y para 
comprobarlo basta ver los barómetros de cualquier instituto de opinión pública, 
empezando por los del CIS.  
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Pero a un líder político con pretensiones de gobernante se le exige algo más que 
recitar un catálogo de obviedades. Lo que los españoles tienen derecho a saber 
es cuál es su alternativa para dar solución a esos problemas, y eso es lo que no 
sabemos.  
 
El PP parece encontrarse, a la hora de hacer propuestas, en una extraña 
situación de “quiero y no puedo”. O, para ser más exactos, de “puedo y no 
quiero”. Es decir, “puedo” porque se supone que un partido de gobierno tiene algo 
más que aportar a su país que los tres brochazos de trazo grueso a los que nos 
tiene acostumbrados; pero “no quiero”, porque el señor Rajoy parece haberse 
autoconvencido de que no debe decir a los españoles lo que él haría si 
gobernase.  
 
Probablemente, porque está convencido de que, mientras más diga lo que piensa 
hacer, menos les va a gustar a los ciudadanos y menos se lo van a permitir 
hacerlo. 
 
Lo hemos visto en estos días pasados. No se si por descuido, por error, o por un 
rapto de arrojo, el señor Rajoy ha anunciado algunas de sus intenciones, al 
confirmar que le gusta, ahora, el programa del señor Cameron, en el Reino Unido.  
 
Y digo ahora porque en otros momentos fueron los de otros líderes 
conservadores, como Merkel o Sarkocy..  
 
Parece que la demoscopia le aconseja al dirigente del PP no seguir con esos 
referentes y se inclina, en este momento, por el señor Cameron, que acaba de 
llegar. 
 
Pues bien, el programa del señor Cameron, con todos los respetos, desde luego, 
al gobierno británico, ya sabemos lo que supone: aumento de dos puntos de la 
presión fiscal hasta alcanzar el 38,7%, en el año 2013 (recordemos que en 
España será de un 34% en ese año); recorte de la inversión pública en más de un 
20%; y recortes sociales por valor de 26.000 millones de libras, es decir, que un 
tercio del ajuste total será a costa del gasto social. Todo ello, junto con la 
eliminación de 490.000 plazas de funcionarios y la privatización de servicios 
públicos fundamentales. 
 
Ese es el plan que dice gustarle al señor Rajoy, el mismo que se rasga las 
vestiduras por los ajustes que hemos hecho desde el Gobierno de España, que 
representan no más del 1,5% del monto total del gasto social, que, por otra parte, 
seguirá siendo la principal partida del presupuesto 2011. 
 
La democracia exige transparencia a los responsables políticos. Bien está que no 
sepamos cuánto gana el señor Rajoy, pero no es de recibo que no quiera explicar 
que haría con el país en el caso hipotético de que llegara a gobernar.  
 
Igual que debería explicar qué quiere decir con eso de la remodelación del Estado 
de las Autonomías.  
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Porque el Estado de las Autonomías es el que está en la Constitución; las 
competencias que tienen las Comunidades Autónomas son las que están en la 
Constitución y las que ha ido delimitando el Tribunal Constitucional.  
 
¿Acaso pretende Rajoy modificar la Constitución y, en concreto, su Título VIII? 
 
La verdad es que, a lo largo de todo este período constitucional, se ha 
conformado una organización del Estado que, gracias a la combinación adecuada 
de los tres principios básicos de un Estado complejo, es decir, la unidad, la 
autonomía y la solidaridad, ha brindado a nuestro país estabilidad, progreso 
económico y bienestar social, y que, al mismo tiempo, ha actuado como un 
poderoso instrumento para la cohesión territorial, que es tanto como decir para la 
unidad de España.  
  
La derecha española intenta trasladar una imagen negativa del estado 
autonómico, como un modelo derrochador e ineficiente cuando sus resultados 
reales están a la vista. Probablemente, porque la derecha española, el partido 
Popular, siempre se ha sentido incómodo a la hora de aceptar la España real, que 
es una España diversa y plural.  
 
En mi opinión, y esa es, por otra parte, una enseñanza de nuestra historia, la 
cohesión de España y la propia convivencia entre los españoles, sólo son 
posibles desde ese imprescindible reconocimiento de nuestra diversidad. 
 
Por supuesto que todos somos conscientes de que el desarrollo del Estado de las 
Autonomías ha producido ciertas disfunciones  y duplicidades que es preciso  
corregir.  
 
En realidad, todos los días se hace por las vías propias de un Estado complejo 
como el nuestro, de las cuales las primeras son la cooperación y la coordinación, 
mecanismos que, por supuesto, siempre son susceptibles de mejora. De hecho, 
esos principios informa la práctica habitual de las Administraciones públicas. 
Baste señalar, por ejemplo, los acuerdos conseguidos con todas las 
Comunidades Autónomas en materia de reducción del déficit o en cuanto a los 
límites para el endeudamiento. 
 
En todo caso, no es una vuelta atrás lo que quieren los españoles. Por utilizar un 
indicador reciente de esa opinión de la ciudadanía, basta decir que, según el 
barómetro del CIS del mes de octubre,  el porcentaje de españoles que quieren 
un estado de las autonomías como el actual multiplica por cuatro a los que 
desean que las Comunidades Autónomas cuenten con menor autonomía de la 
que tienen en estos momentos.  
 
Y otra cuestión importante sobre la que hay que pedir claridad es sobre el 
tratamiento más razonable que ha de darse a la inmigración.  
 
Un tratamiento razonable debe partir de dos supuestos.  
 
Uno, que nadie puede dudar que una buena parte del crecimiento tan notable de 
la economía española en los últimos diez o quince años, se ha debido a la 
aportación positiva de los inmigrantes.  
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Dos, que la inmigración debe producirse de forma ordenada y de acuerdo a las 
leyes, tanto en su entrada como en su estancia en España. 
 
Y, desde luego, no es razonable que, a personas que han contribuido al progreso 
de este país, que han aportado a nuestra seguridad social, se les considere sólo 
como objetos de usar y tirar, por el mero hecho de tener la desgracia de haber 
perdido su empleo.  
 
Tampoco lo es que se utilice el miedo a perder el puesto de trabajo para azuzar el 
enfrentamiento y deteriorar la convivencia.  
 
En realidad, permítanme que les diga que esas posiciones populistas y xenófobas 
forman parte, en toda Europa, del acervo político y doctrinal de la extrema 
derecha, y me preocupa que este tipo de posiciones puedan ir ganando terreno 
en el seno de un partido que se reclama democrático y de centro como es el caso 
del Partido Popular. 
 
Y, en todo caso, miremos donde miremos a la actuación y a las iniciativas que va 
desvelando el Partido Popular, lo que está claro es que no hay por ningún lado 
ninguna propuesta real para ayudar a salir de la crisis, sino simplemente intentos 
de aprovecharse de la crisis para arañar un puñado de votos y para hacer 
ideología, pura y simple ideología de derecha. 
 
Creo que, de nuevo, se equivocan, y no tardaremos mucho en comprobarlo, 
porque los ciudadanos españoles, con toda seguridad, quieren salir de la crisis, y 
cuanto antes; pero, con la misma seguridad, lo que no quieren es una vuelta atrás 
en materias tan sensibles como las políticas sociales; el carácter público de los 
servicios fundamentales, la libertades civiles o la descentralización del Estado.  
 
El Gobierno de España, por su parte, va a seguir trabajando con renovadas 
energías, para seguir impulsando los cambios necesarios para este país. Nos ha 
tocado hacerlo en otros momentos y nos toca ahora. Hemos hecho lo que 
debíamos hacer y tengan la seguridad de que lo seguiremos haciendo, 
asumiendo nuestras responsabilidades con todo rigor. Y estoy seguro de que los 
ciudadanos sabrán apreciarlo. 
 
 
 
 


